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Rivera Marchand, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 29 de abril de 2021. 
 

Comparece ante nos el Sr. Brian Ortiz Zayas (señor Ortiz 

Zayas o peticionario) y solicita que revoquemos la Resolución emitida 

el 4 de marzo de 2021 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Aibonito (TPI o foro primario). El foro primario declaró Ha Lugar una 

moción presentada por el Ministerio Público (recurrido), al amparo 

de la Regla 131.1 de las Reglas de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II, R. 131.1, autorizando así, a la presunta víctima de los delitos 

imputados, a declarar mediante el uso del sistema de circuito 

cerrado durante la vista preliminar a celebrarse el 5 de mayo de 

2021.1 

Por los fundamentos que exponemos, denegamos la 

expedición del auto de certiorari.  Veamos. 

I. 

 Por hechos acontecidos para los años 2010 al 2012, el Pueblo 

de Puerto Rico presentó denuncias en contra del señor Ortiz Zayas 

 
1 Señalamiento surge del Portal de Consulta de Casos del sistema del Poder 

Judicial de Puerto Rico.  
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por violación al Artículo 130(A) del Código Penal (agresión sexual) y 

el Artículo 58(B) de la Ley 246-2011, 8 LPRA sec. 1174, mejor 

conocida como la Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de 

Menores.  

Luego de varios trámites procesales, el Ministerio Público 

instó una Moción solicitando la prestación de testimonio mediante el 

sistema televisivo de circuito cerrado en virtud de la Regla 131.1 de 

las Procedimiento Criminal el 21 de marzo de 2019. En síntesis, 

adujo que el señor Ortiz Zayas cometió los actos intencionales, 

consistente en agresión sexual y violación a la Ley de Maltrato de 

Menores, siendo padrastro de la menor víctima T.T.F., cuándo esta 

tenía entre ocho (8) y diez (10) años de edad.  Arguyó que, a pesar 

de los años transcurridos desde la fecha de los hechos, la situación 

emocional y psicológica en la que se encontraba la joven ameritaba 

el uso del sistema de circuito cerrado al momento de esta ofrecer su 

testimonio. Sostuvo que, de este modo se aseguraría la obtención de 

la prueba testifical crucial sin exponer a la joven a sufrir 

intimidación y serios disturbios emocionales que le causaría al tener 

que declarar frente a su victimario.  El señor Ortiz Zayas se opuso a 

la solicitud y conforme su petición, el TPI procedió a celebrar una 

vista de necesidad al amparo de la Regla 131.1, supra.2  

Evaluada la prueba admitida, la cual consistió en el 

testimonio de la presunta víctima y la perito Eunice Alvarado, el foro 

 
2 Cabe señalar que, con anterioridad a la celebración de la referida vista, el foro 

primario ordenó al Ministerio Público mostrar a la defensa el informe rendido por 

la perito que examinó la testigo para propósitos de la vista de necesidad.  Un panel 

hermano expidió el auto de certiorari y revocó el dictamen (Recurso 
KLCE201900711). De la Sentencia emitida surge lo siguiente: “A tenor del derecho 

antes expuesto, el derecho constitucional que tiene todo acusado de delito a 

confrontar a los testigos del Ministerio Público puede ser limitado ante la 

necesidad del Estado de proteger a una víctima menor de edad del efecto que 

pueda causar en esta el tener que testificar frente al acusado.  Para salvaguardar 

el derecho de confrontación de un acusado lo imperante es que se le permita una 
adecuada oportunidad de contrainterrogar al testigo.  Por tanto, la posibilidad de 

que el foro primario le permita a la víctima testificar mediante el mecanismo de 

circuito cerrado, por sí solo, no amerita que se le conceda al acusado un derecho 

que en esta etapa de los procedimientos no le cobija”. El Tribunal Supremo denegó 

la expedición del auto de certiorari instado por el peticionario (CC-2019-0606) y el 

correspondiente mandato fue notificado en autos el 6 de diciembre de 2019.  
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primario emitió la Resolución recurrida, en la cual concedió la 

solicitud del Ministerio Público para que la presunta víctima 

testificara durante la vista preliminar a través del sistema de circuito 

cerrado.3 Inconforme, el peticionario presentó una solicitud de 

reconsideración la cual fue denegada por el foro de instancia. 

Aun insatisfecho con la determinación del TPI, el señor Ortiz 

Zayas compareció ante esta Curia mediante Certiorari Criminal el 23 

de abril de 2021 y le imputó al foro primario la comisión del siguiente 

error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al ordenar 

que la alegada víctima testifique por el sistema de circuito 

cerrado violentando así el derecho constitucional del 

imputado a la confrontación.  

Hemos examinado cuidadosamente el recurso sometido por el 

señor Ortiz Zayas y optamos por prescindir de los términos, escritos 

o procedimientos ulteriores, “con el propósito de lograr su más justo 

y eficiente despacho”. Regla 7(b)(5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7(b)(5).  Resolvemos.  

II. 

A. El recurso de certiorari  

El recurso de certiorari es un auto procesal extraordinario por 

el cual un peticionario solicita a un tribunal de mayor jerarquía que 

revise y corrija las determinaciones de un tribunal inferior. Pueblo 

v. Rivera Montalvo, 2020 TSPR 116, resuelto el 29 de septiembre de 

2020. A diferencia del recurso de apelación, el tribunal superior 

puede expedir el auto de certiorari de manera discrecional. Íd. Los 

tribunales debemos utilizarlo con cautela y por razones de peso. 

Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 918 (2009). Este procede 

“cuando no existe un recurso de apelación o cualquier otro recurso 

ordinario que proteja eficaz y rápidamente los derechos del 

peticionario”. Íd. Por tanto, a diferencia del recurso de apelación, el 

 
3 Pendiente la adjudicación de la solicitud del Ministerio Público, el 24 de febrero 

de 2021, el peticionario presentó Memorando en Apoyo a Oposición a que la Vista 
Preliminar se Celebre Mediante Sistema de Circuito Cerrado. 
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tribunal revisor tiene la facultad de expedir el auto de certiorari de 

manera discrecional. Rivera Cruz v. Joe’s European Shop, 183 DPR 

580, 596 (2011). 

Los criterios que el Tribunal de Apelaciones examina para 

ejercer la discreción sobre la expedición del certiorari se encuentran 

en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

XXII-B, R. 40. La referida Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.  

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.  

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.  

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el 

foro de instancia es arbitrario o constituye un exceso de discreción. 

Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 649, 664 (2000).  

 

B. Regla 131.1 de las Reglas de Procedimiento Criminal y el 
Derecho a la Confrontación 

 

 La cláusula de confrontación contenida en la Sexta Enmienda 

de la Constitución de los EE.UU. y en la Sección 11 de la Carta de 

Derechos de la Constitución de Puerto Rico garantiza a todo acusado 
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el derecho a confrontarse con los testigos en su contra.4 Ese derecho 

a la confrontación, sin embargo, no es absoluto. 

 En lo pertinente a la controversia ante nos, el Tribunal 

Supremo de Estados Unidos validó la referida limitación en las 

situaciones en que el Estado demuestra un interés apremiante en 

proteger a un testigo menor de edad y de los testigos que han sido 

víctima de delitos sexuales. Véase Maryland v. Craig, 497 US 836 

(1990). A esos efectos la Regla 131.1 de Procedimiento Criminal, 

supra, establece los criterios para autorizar el uso del sistema de 

circuito cerrado.  

 En su origen y según surge de la exposición de motivos, el 

legislador tomó en consideración el deterioro social prevaleciente y 

un incremento en los delitos contra menores de edad cometidos por 

los padres, familiares, amigos o personas relacionadas con el menor. 

A ello añadió la gravedad de los delitos cometidos, las partes 

involucradas, la complejidad y duración del proceso judicial, así 

también, la experiencia traumática que representa para la víctima 

tener que testificar frente a frente al acusado, en muchos casos 

impide que el proceso culmine en una convicción. La víctima, 

aunque competente para declarar, debido al disturbio emocional 

serio que le causa tener que testificar frente al acusado se entendió 

que podría estar imposibilitada de comunicarse razonablemente.5 

 En un principio la precitada regla, correspondía a menores 

(toda persona que no haya cumplido dieciocho (18) años de edad) y 

toda persona mayor de dieciocho (18) años que padezca incapacidad 

o retraso mental que haya sido determinado judicialmente con 

anterioridad o establecido mediante prueba pericial o por 

estipulaciones de las partes. Luego, y a tenor con unas enmiendas 

aprobadas mediante la Ley 151-2010, se sustituyó “retraso mental” 

 
4 Emda. Art. VI Const. de los EE.UU.A.; Art. II Sec. 11 Const. ELA, LPRA Tomo 1. 
5 Ley Núm. 31-1995 según enmendada por la Ley Núm. 247-1998. 
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con “impedimento mental” y se añadió “o que haya sido víctima de 

delito de naturaleza sexual”. En particular la Ley 151-2010 

sustituyó referencias a la palabra “menor” con “declarante”. De esta 

forma se permitió que las víctimas de delitos contra la indemnidad 

sexual también pudieran declarar a través del sistema televisivo de 

circuito cerrado, salvaguardando así el interés apremiante del 

Estado para salvaguardar la salud emocional y psicológica de las 

víctimas de este tipo de delito. Véase, Exposición de Motivos de la 

Ley Núm. 151-2010. Posteriormente, mediante la Ley Núm. 62-

2019, se incluyeron a las víctimas de los delitos tipificados en la Ley 

para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica, Ley 

Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, según enmendada, 8 LPRA secs. 

601 et seq.   

Ante ello, al presente la Regla 131.1 de Procedimiento 

Criminal, supra, establece lo siguiente: 

En determinadas condiciones y circunstancias, el 
interrogatorio de la víctima de delito contra la 
indemnidad sexual o el de la víctima de los delitos 

tipificados en las secs. 601 et seq. del Título 8, o la 
víctima o testigo menor de edad, podrá llevarse a cabo 

según el procedimiento aquí establecido. 
Disponiéndose, que para efectos de esta regla y las 
Reglas 131.2 y 131.3, el término menor significa toda 

persona que no haya cumplido dieciocho (18) años de 
edad y toda persona mayor de dieciocho (18) años que 
padezca incapacidad o impedimento mental que haya 

sido determinado judicialmente con anterioridad o 
establecido mediante prueba pericial o por 

estipulaciones de las partes. Igualmente, los efectos de 
esta regla y las Reglas 131.2 y 131.3, también aplicarán 
a las víctimas mayores de edad de los delitos contra la 

indemnidad sexual contemplados en las secs. 4770 a 
4793 del Título 33, o por la tentativa de cualquiera de 

éstos, que sea testigo o declarante; y a las víctimas de 
los delitos tipificados en las secs. 601 et seq. del Título 
8, conocidas como “Ley para la Prevención e 

Intervención con la Violencia Doméstica”. 

(1) Condiciones. El tribunal, a iniciativa propia o a 

solicitud del ministerio público, o del testigo o víctima 
menor de edad, podrá ordenar que la víctima o testigo 

que sea menor de edad testifique fuera de sala durante 
el proceso mediante la utilización del sistema televisivo 
de circuito cerrado de una o dos vías, si concurren las 

siguientes condiciones: 
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(a) El testimonio del menor es prestado por éste 

durante el proceso judicial; 

(b) el juez ha determinado previamente durante el 
proceso que debido a la presencia del acusado 

existe la probabilidad de que el menor, aunque 
competente para declarar, sufra disturbio 

emocional serio que le impida comunicarse 

efectivamente, y 

(c) al momento de declarar el menor esté bajo 
juramento o afirmación con las debidas 

advertencias. 

(2) Personas que pueden estar presentes en el lugar 

donde preste testimonio el menor o la víctima de delito 
contra la indemnidad sexual o la víctima de cualquiera 
de los delitos tipificados en las secs. 601 et seq. del 

Título 8, conocidas como “Ley para la Prevención e 

Intervención con la Violencia Doméstica”. 

Sólo se permitirá la presencia de las personas que se 
enumeran a continuación, en el lugar donde testifique 

el menor o víctima de delito contra la indemnidad 
sexual o la víctima de cualquiera de los delitos 
tipificados en las secs. 601 et seq. del Título 8, 

conocidas como “Ley para la Prevención e Intervención 

con la Violencia Doméstica”: 

(a) El fiscal a cargo del caso. 

(b) El abogado de la defensa. 

(c) Los operadores del equipo de circuito cerrado. 

(d) Cualquier persona de apoyo, según se define 
este término en la Regla 131.3, que determine el 

tribunal. 

(e) El intercesor o intercesora, según se define este 

término en el inciso (g) de la sec. 602 del Título 8, 
conocida como “Ley para la Prevención e 

Intervención con la Violencia Doméstica”. 

(3) Determinación de necesidad. Para determinar si 

existe la probabilidad de que el declarante sufra 
disturbio emocional serio que le impida comunicarse 
efectivamente de tener que testificar frente al acusado, 

el juez podrá observar e interrogar al declarante dentro 
o fuera del tribunal, así también podrá escuchar 

testimonio de los padres, encargados, custodios, tutor 
o defensor judicial, en caso de que sea menor de edad, 
y cualquier otra persona, a discreción del juez, que 

contribuya al bienestar de la víctima, incluyendo a la 
persona o personas que hayan intervenido con el 

declarante en un ambiente terapéutico por la 

naturaleza del delito cometido: 

(a) El acusado, el abogado de la defensa y el fiscal 
a cargo del caso tendrán derecho a estar presentes 
cuando el juez escuche testimonio para determinar 

si autoriza que la víctima testifique fuera de la sala 
donde se ventila el proceso, mediante el sistema de 

circuito cerrado de una o dos vías. 
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(b) Si el juez decide observar o interrogar al 
declarante perjudicado para hacer la 

determinación acorde con la cláusula (a) de este 
inciso, estarán presentes el abogado de la defensa 

y el fiscal a cargo del caso. 

(4) Aplicabilidad. Las disposiciones contenidas en esta 

regla no son aplicables cuando el acusado comparece 

por derecho propio (pro se). 

(5) Identificación del acusado. Para la identificación del 
acusado por la víctima se requerirá la presencia de 

ambos en sala, después que el declarante haya 
testificado. 

 Conforme lo anterior, le corresponde a la parte peticionaria 

evidenciar la probabilidad de que la persona declarante sufra 

disturbio emocional serio de tener que declarar frente al acusado, 

sin embargo, no se exige la precisión de un diagnóstico clínico. 

Pueblo v. Canino Ortiz, 134 DPR 796, 804-807 (1993). Atinente a ello 

debemos señalar lo resuelto en Pueblo v. Rivera Robles, 121 DPR 

858, 860-861 (1988) y Pueblo v. Mattei Torres, 121 DPR 600, 602-

603 (1988). En ambas opiniones6, el Tribunal Supremo expresó lo 

siguiente: “Hoy diversos estudios científicos demuestran que desde 

sus inicios la mayoría de las víctimas experimentan no sólo el 

ataque a su integridad corporal, sino diversas lesiones severas, de 

carácter psicológico, que oscilan desde miedo, ansiedad, paranoia, 

depresión, confusión, sensibilidad interpersonal, autoestima y 

ajuste social. Se ha confirmado que estos efectos perduran más 

tiempo de lo que originalmente se pensaba.” [citas omitidas].  

 Ahora bien, le corresponde al juzgador de los hechos dentro 

de su sana discreción determinar si existe probabilidad de que una 

presunta víctima de estos tipos de delitos sufra un serio daño o 

disturbio emocional al testificar frente al imputado o acusado. De 

igual forma deberá, dentro de su análisis, sopesar el derecho 

constitucional del imputado o acusado a confrontar a los testigos. 

Este derecho del acusado a carearse con los testigos en su contra 

está garantizado mediante el procedimiento antes señalado.  El 

 
6 Opiniones emitidas por el Juez Asociado Señor Negrón García. 
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acusado, mediante el sistema televisivo, observa y escucha al 

declarante mientras presta testimonio y permanece en sala junto al 

juez. Podrá comunicarse con su abogado, (quien efectuará un 

contrainterrogatorio mediante el equipo electrónico adecuado) 

colaborando así en su defensa. En atención al justo balance que se 

deberá alcanzar entre los derechos del imputado o acusado durante 

el procedimiento criminal y la responsabilidad y deber del Estado de 

velar por el bienestar de las víctimas de estos tipos de delito, el 

estatuto establece un mecanismo protector.   

En lo atinente a la controversia que se nos plantea, el derecho 

de confrontación que asiste a todo acusado de delito podría ceder 

ante el apremiante interés del Estado, de velar por la seguridad física 

y emocional de una presunta víctima, que se ve obligada a testificar 

en contra de su agresor. A esos efectos recientemente en Pueblo v. 

Cruz Rosario, 204 DPR __ (2020), 2020 TSPR 90, el Tribunal 

Supremo, adoptó lo resuelto por el Tribunal Supremo Federal en 

Maryland v. Craig, supra.  

Por último y atinente al recurso ante nos, debemos destacar 

que, como norma general, los tribunales apelativos no deben 

intervenir con la apreciación de la prueba oral desfilada ni con la 

adjudicación de credibilidad y las determinaciones de hechos que 

realice el foro de instancia en ausencia de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto. La apreciación de la prueba oral que 

hace el Tribunal de Instancia merece gran deferencia y respeto por 

la oportunidad que tuvo el juzgador de los hechos de presenciar la 

declaración de los testigos y de observarlos para adjudicarles 

credibilidad. Pueblo v. Toro Martínez 200 DPR 834 (2018); Pueblo v. 

Irizarry, 156 DPR 780 (2002).  De otra parte, la norma de deferencia 

judicial de las determinaciones basadas en la prueba oral no es de 

aplicación a la evaluación de prueba pericial y documental, debido 

a que, en esos casos, los foros apelativos están en las mismas 
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condiciones que el foro recurrido. Díaz v. Pneumatics & Hydraulics, 

169 DPR 273 (2006). 

III. 

En el recurso de autos, el peticionario solicita que revoquemos 

la resolución recurrida por entender que el TPI violentó el derecho 

constitucional del imputado a la confrontación, al autorizar a la 

presunta víctima utilizar el sistema de circuito cerrado para 

testificar durante la vista preliminar señalada. En síntesis, 

argumentó que la prueba pericial no demostró que se pudiera 

causar graves daños emocionales que impida a la presunta víctima 

testificar frente al imputado.  Añadió que, al transcurrir varios años 

desde los alegados hechos, la menor advino a la mayoría de edad, y 

además demostró ser de carácter fuerte y resiliente.  Enfatizó que la 

testigo ha realizado múltiples entrevistas con el Ministerio Público, 

ha hablado de los hechos, entre otras circunstancias, sin demostrar 

problemas de comunicación o haber tenido ninguna crisis.  

Al examinar el dictamen impugnado, surge que el foro 

primario evaluó la prueba presentada y en particular resaltó que la 

perito, -quien entrevistó a la perjudicada y le administró 12 pruebas 

en el 2018-, recomendó el uso del sistema de circuito cerrado.  De 

su análisis concluyó, “que si ocurre un evento fuerte va a detonar 

en una crisis o algún evento suicida, poniéndola en una posición de 

riesgo, esto debido al historial clínico de salud mental de ella y 

familiares los cuales fueron mencionados durante la vista”. Expuso 

que, en este caso, de la presunta víctima enfrentarse al imputado, 

“existe alta probabilidad de afectarse a nivel emocional llevándola a 

una posición de riesgo y vulnerabilidad lo cual va afectar la forma 

en que se comunica”.7 De otra parte, la declarante expresó que no 

se siente preparada para testificar en presencia del imputado 

 
7 Véase Apéndice pág. 6. 
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porque se va, afectar emocionalmente y sus pensamientos “se le 

pueden ir¨. Relató su experiencia cuando estuvo en un hospital, 

lugar de empleo del imputado, y se sentía nerviosa, afectada y 

estaba tan pendiente a las voces que escuchaba de otros hombres 

que se tuvo que ir del lugar.8 La juzgadora de los hechos evaluó la 

prueba testifical y le confirió entera credibilidad a lo expresado por 

las testigos del Ministerio Público. Además, de nuestra evaluación 

del recurso, no surge que la referida prueba haya sido impugnada 

por el señor Ortiz Zayas. El peticionario se limitó a exponer que no 

se probó de forma robusta y convincente el perjuicio emocional serio 

que impediría a la testigo comunicarse efectivamente. 

En consideración de lo anterior, nos corresponde resolver en 

esta etapa de los procedimientos, si el TPI actuó arbitrariamente o 

en exceso de su discreción. Solo así, podremos expedir el auto de 

certiorari presentado por el peticionario e intervenir con dicho 

dictamen. Los estándares de revisión antes expuestos, marcan los 

parámetros para los foros apelativos revisar decisiones del tribunal 

de primera instancia.   

 Con esta premisa conceptual establecida, ciertamente le 

corresponde a la parte peticionaria acreditar ante esta Curia, los 

fundamentos adecuados y fehacientes que permitan determinar, si 

el foro primero rebasó los parámetros legales o no tomó en cuenta 

adecuadamente el derecho aplicable, así como los factores o 

criterios establecidos en la normativa antes expuesta. 

Hemos examinado sosegadamente el recurso ante nos, así 

como el derecho aplicable y concluimos que el peticionario no nos 

ha puesto en posición para determinar que el foro primario haya 

actuado de forma arbitraria o en exceso de su discreción al autorizar 

a la presunta víctima testificar mediante el uso del sistema de 

circuito cerrado en la etapa de vista preliminar.  

 
8 Íd. pág. 7. 
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Por tanto, evaluado el recurso presentado por el señor Ortiz 

Zayas, al amparo de los criterios establecidos para que esta Curia 

expida un auto de certiorari en la Regla 40 de nuestro Reglamento, 

supra, no encontramos indicio de que el foro recurrido haya actuado 

de forma arbitraria, caprichosa, haya abusado al ejercer su 

discreción, o cometido algún error de Derecho por lo que resolvemos 

que no procede nuestra intervención con la determinación recurrida 

en esta etapa de los procesos.   

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, denegamos expedir el 

auto de certiorari según presentado. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


